Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería elegir vicepresidente de la comisión, tal como se especifica en 
el primer punto del orden del día. 


Si me permiten, señores senadores, propongo con mucho gusto al señor senador Heber. 
(Apoyados). 

—Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota). 

5 en 6. Afirmativa. 


(Ingresa a sala el politólogo Óscar Bottinelli). 


—Dando comienzo a la segunda parte de esta sesión, recibimos con mucho gusto al politólogo 
Óscar Bottinelli, destacado cientista político, profesor en la Facultad de Ciencias Sociales y experto en 
temas de opinión pública, y electorales en particular, quien ha dedicado buena parte de su trabajo a la 
cuestión de la financiación de los partidos políticos y la publicidad electoral. Por tanto, sabemos que 
tiene mucho para aportar al trabajo de esta comisión. 


Antes de concederle el uso de la palabra, le adelantamos que la metodología acordada ha 
sido la de invitar a representantes de distintos organismos públicos y del ámbito académico, a efectos 
de recibir sus aportes. Posteriormente, se analizarán todos los aportes y la posibilidad de legislar en el 
marco de lo que podría llamarse una nueva generación de reforma, que mejore la Ley n.* 18485 
vigente en esta materia. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Me voy a referir directamente al tema de la financiación. 


Sin duda hay un fenómeno en el mundo que se puede rastrear con mucha claridad en los 
últimos veinte años en Argentina, Brasil, España o ltalia —por citar países que pueden estar más o 
menos en nuestra órbita— y es que los fenómenos de corrupción empiezan ligados a la necesidad de 
financiamiento político. Se han visto prácticas de uso de recursos del Estado para financiar las 
campañas electorales y a los propios partidos, lo que a veces termina en fenómenos personales de 
corrupción, en algunos casos en grado muy importante y en otros en grado menor. Al respecto, hay 
algunas leyendas. El fenómeno «Tangentopoli» en Italia estuvo más marcado por la corrupción política 
que por la corrupción personal. 


En definitiva, son prácticas que llevan a que después pueda haber embates contra el sistema 
político, generalmente con participación de actores políticos. En el caso de ltalia, el proceso de 
«Tangentopoli», que produjo la caída de la Primera República, fue un embate de algunos actores 
políticos con el sistema judicial como centro- que, una vez terminados los resguardos creados 
por la Guerra Fría, empezaron a ver estas prácticas como inmorales e ilegales. Efectivamente, todo 
eso salía de las prácticas socialmente admitidas pero habían regido durante cincuenta años en la vida 
política. 


Las financiaciones tienen que buscarse de manera que lo que se considera que es obvio y 
natural esté legislado y amparado por la normativa. 


Creo que hay un problema cuando queremos buscar ejemplos comparativos. Es verdad que 
en ciencias sociales y sobre todo en ciencia política, a los uruguayos nos gusta levantar la bandera de 


la singularidad. Pensamos que somos únicos y no podemos compararnos. En muchos casos es así. 
Democracias de partidos, es decir, sistemas democráticos liberales basados en partidos políticos, con 
sistemas de partidos estables, hay muy pocos en el mundo y, sobre todo, con relativa proporcionalidad. 
Podemos hablar de Nueva Zelanda, de Alemania y más o menos de los países escandinavos, pero no 
hay muchos más. Si hablamos de proporcionalidad pura y de un sistema estable de partidos, Uruguay 
es el único. Por lo tanto, hay que tener cuidado con las comparaciones y tener en cuenta que el 
sistema de financiamiento de partidos en países donde la competencia electoral es esencialmente 
personalizada no es comparable con los países donde, si bien hay una competencia altamente 
personalizada, esta se da en el contexto y en el contenido de los partidos políticos, que son dos cosas 
diferentes. 


A mí no me gusta trabajar sobre comparaciones con América Latina porque, en general, no 
hay ningún sistema estable de partidos, aunque los hubo como el caso de Colombia. Brasil está 
demostrando que no logró construir un sistema cuando parecía que iba por ese camino y Argentina 
tuvo un sistema, pero ha estallado por todos lados en los últimos tiempos, en las últimas elecciones. 
Tengamos cuidado con eso porque el financiamiento de las elecciones, cuando estas son 
personalizadas y no de partidos con una larga tradición, tiene reglas distintas a las de los partidos que 
han tenido un registro electoral consistente a lo largo del tiempo, mucho más en un país donde se 
producen cambios de partidos. Sin ninguna duda, si comparamos el esquema uruguayo de partidos de 
1966 con el de hoy vemos que es distinto, pero siempre es producto de cambios poco abruptos. Uno 
de los cambios más abruptos fue el de 2004 con la caída del Partido Colorado, pero en la suma de los 
partidos tradicionales el cambio aparece mucho más atenuado. En general, podemos decir que hay 
más deslizamientos que cambios. 


Por otra parte, no debemos olvidar nunca —y creo que fue una de las limitantes que tuvo la 
Ley de Partidos Políticos- que una normativización integral requiere ver muy bien los tres niveles que 
tenemos: la competencia entre lemas, entre partidos, y las dos competencias intrapartidarias, la que se 
da entre fracciones nacionales y la que se produce a nivel de agrupaciones. Incluso, la normativa 
electoral marca las categorías. Tenemos los lemas que son la denominación de los partidos políticos, 
los sublemas que son la denominación de las fracciones —así lo define la ley de 1925- y luego la Corte 
Electoral reconoce las agrupaciones nacionales y las departamentales, utilizando una normativa, más o 
menos, de 1930. Por lo tanto, cuando hablamos de financiamiento o de reglas de campaña debemos 
tener en cuenta que hay tres o cuatro niveles sobre los cuales es necesario legislar. 


Considero que ha fracaso un poco la implementación de la Ley de Partidos Políticos en la 
parte de financiación porque no ha habido quien instrumentara el control respecto de lo que la ley 
prohíbe. Incluso, hemos visto algunas escapatorias porque la ley establece que no puede contribuir 
ninguna empresa que sea concesionaria pública, pero si un notorio concesionario público realiza 
grandes contribuciones, dice que como persona no está impedida, que quien está impedida es la 
sociedad anónima. Es decir que han surgido escapatorias a la ley. No se han implementado controles 
porque son caros y, a su vez, han surgido escapatorias. 


Sin embargo, para mí analíticamente el tema fundamental es más que ver cómo no financiar 
a los partidos, ver cómo financiarlos. Los partidos siempre se financian porque alguien lo va a hacer. 
Se pueden extraer recursos de manera no del todo santa de parte del Estado, lo que ha sido una 
práctica habitual. No digo que sea ilícito, pero se usan recursos del Estado para las campañas 
electorales. Es una práctica urbi et orbi que se da en todo el mundo y no solo en Uruguay. Es inevitable 
que algo ocurra. Puede haber aportes explícitos del Estado hacia los partidos, candidatos o listas; 
terminan siendo prisioneros de los contribuyentes. Me refiero a salir a hacer el fund raising que 
implica adquirir compromisos políticos, aunque muchos desearían no tener que adquirirlos. Esa es una 
realidad que se da en el mundo entero. Lo que estoy planteando es objeto de debate explícito, por lo 
menos, desde hace veinte años en el plano político y en el académico. 


Curiosamente el país que más avanzó en financiación política fue Italia y a tal punto lo hizo 
que los partidos vivían los cinco años con grandes cantidades de dinero. Eso generó corrupción en el 
interior de los partidos y surgió un movimiento ciudadano que entendía que lo ético y lo honesto era 
que no hubiera más contribución pública a los partidos políticos. Esto terminó con la eliminación del 
financiamiento público en Italia. 


Una de sus banderas principales y del éxito del movimiento más protestatario —que es una 
mezcla de ciudadanos y del Podemos de España, que es el Movimento 5 Stelle, fue eliminar la 
financiación pública. Había algunos elementos simbólicos: el hijo del líder de la Lega Nord —una liga 
muy moralista— pagó toda una maestría o un doctorado en Inglaterra con los fondos del partido. Con 
ejemplos como ese hacer una campaña para tirar abajo la financiación pública es algo muy fuerte. 


El otro tema que debemos mencionar es el de los problemas que tenemos en la recaudación 
y el uso de los recursos del Estado. Cuando hablo de Estado, me refiero al Estado central, al Estado 
descentralizado, a los Gobiernos departamentales, y a todo lo que son recursos públicos. En una 
elección departamental pueden importar más los recursos de la intendencia que los nacionales o, por 
lo menos, uno depende del otro. 


La financiación pública crea problemas y siempre beneficia más al que está más cerca del 
poder o a quien lo ostenta, que al que está fuera. Generalmente, cuando en un país hay una relativa 
rotación a lo largo del tiempo, hay un empate; el que es ganador hoy termina siendo perdedor después 
y viceversa. Pero en el momento hay ganadores y perdedores. 


En lo que respecta a la financiación privada, ya me referí a ella. 


Hay un tercer motivo de preocupación que, sin duda, es el centro de discusión en Italia desde 
hace veinte años, y ha aparecido con mucha fuerza también en Ecuador. Se trata de los partidos 
apuntalados por la riqueza personal de un candidato o de un líder. El caso más paradigmático es el de 
Silvio Berlusconi, pero también lo es el de Álvaro Novoa en Ecuador, con capacidad para financiarse 
toda la campaña electoral. En esos casos, no adquieren compromisos externos, no tienen que salir a 
recaudar fondos, no necesitan del Estado y tienen una ventaja competitiva sobre el resto del sistema 
político. No hablo solo de lo financiero. Por ejemplo, ¿cómo surge Berlusconi? Políticamente aparece 
como un hombre del Partido Socialista que se lleva una parte importante de la estructura socialista y la 
monta sobre su estructura empresarial, con sucursales y gerentes a lo largo y a lo ancho de ltalia. 
Mezcla gente con expertise política con una estructura empresaria sin expertise política, pero con muy 
buena infraestructura, locales y recursos. Para ello utiliza sus recursos financieros. O sea que hace el 
partido perfecto de la nada y, además, es un genio del marketing político y de la publicidad. Ese fue el 
gran origen de Berlusconi. 


El gran tema es el de los límites. En Estados Unidos los han querido poner y han visto que, 
en el caso de Donald Trump, la legislación no ha funcionado porque él ha utilizado sus recursos por mil 
vías y agujeros sin necesidad de ninguna contribución. Recién ahora, en esta segunda etapa, está 
habiendo un fuerte fund raísing para Trump, pero toda la fase de las elecciones primarias la realizó sin 
necesidad de salir a buscar una recaudación; la que tuvo fue espontánea. 


Este es otro punto que tiene que abarcar la legislación: cómo se recaudan los fondos, con 
qué límites, de quiénes provienen y no solo las empresas sino también las personas. Naturalmente, 
también hay que incluir el controlar que pueda hacerse de esto. Hace unos años en Alemania me 
entregaron unos libros muy grandes que contenían el detalle de absolutamente todas las 
contribuciones que había habido a todos los partidos políticos en la última elección. Era una base de 
datos impresionante, pero allí hay un edificio lleno de gente que trabaja solamente en llevar el contralor 
del financiamiento de los partidos políticos. 


En cuanto a los usos del Estado, es lo que más se puede regular; de hecho, ha comenzado a 
regularse en muchos países. Me refiero a cuándo los distintos agentes públicos pueden o no hacer 
publicidad de su gestión en una campaña electoral. Por ejemplo, es común fijar un período 
determinado para la campaña electoral: veinte días, treinta días, cuarenta días, sesenta días antes de 
las elecciones; cada cual determina cuándo considera que debe hacerse la campaña electoral. En ese 
período hay una limitante a que pueda haber avisos oficiales, públicos, incluso hasta a la presencia de 
figuras de Gobierno que no sean candidatos. 


Ahora bien, credo que el financiamiento tiene dos puntas: una es la recaudación —de la que 
ya hablamos y después vemos la parte del Estado-— y la otra son los gastos. En cuanto a los gastos, 


haría dos acotaciones. Si no me fallan los cálculos, muy grosso modo a mí me da que el Estado 
contribuyó con USD 33:000.000 en el ciclo electoral pasado, menos en las elecciones internas porque 
se trata de menos de 1:000.000 de votantes, con 3 Unidades Indexadas, después, en octubre con 87 
Unidades Indexadas, en noviembre con 10 Unidades Indexadas y, en las departamentales, con la cifra 
absolutamente irrisoria, a mi juicio, de 13 Unidades Indexadas. ¡No les voy a explicar a ustedes lo que 
es una campaña para la Intendencia departamental! El Estado gastó USD 33:000.000. El cálculo que 
me da, tomando en cuenta el gasto total de campaña —es decir, de todos, incluso, por ejemplo, de una 
listita de un club en Aiguá—, es no menos de dos veces y media esta cantidad. Si es así resulta que el 
Estado no contribuyó con USD 33:000.000, sino con USD 20:000.000, porque los 11:000.000, 
12:000.000 o 13:000.000 los recapturó a través del IVA. Obviamente, no es en negro. Esto se ha 
formalizado cada vez más. Y en esto quiero ser muy crudo: hace bastante cantidad de años se eludía 
muchísimo el IVA en los gastos de la campaña electoral, pero últimamente se paga muchísimo IVA, no 
diría que el cien por ciento, pero está muy cerca. Resulta que el Estado financia muchísimo menos de 
lo que dice financiar porque «te doy tres y, por lo menos uno, ya me lo aseguré». Entonces da dos. 


SEÑOR HEBER.- ¡Apoyado! 
SEÑOR MICHELINI.- Es una manera de verlo. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Por supuesto, pero a los efectos del financiamiento de los partidos, estos 
cuentan con un tercio menos de lo que se les está dando. 


SEÑOR MICHELINI.- En aquella oportunidad se aumentaron los montos para que el IVA estuviera 
incluido. 


SEÑOR BOTTINELLI.- De acuerdo, señor senador, pero lo cierto es que si bien se aumentaron los 
montos, siguen siendo modestos. 


SEÑOR MICHELINI.- Podría darse el razonamiento siguiente: acá hay un 25 % o un 22 % de las 
contribuciones del Estado que se va por IVA, y como nadie tiene interés de que haya evasión, uno 
dice: «El estado lo paga». Y dentro de cinco años nos dirían: «Sí, el Estado paga esto, pero hay una 
parte que recupera». Entonces, es el cuento de nunca acabar. Creo que se da, sobre todo, en las 
departamentales. Eso no contribuye a que los partidos se vayan ordenando, sobre todo a nivel 
departamental. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Como saldo, creo que la contribución global de los partidos termina siendo 
mucho menor y es insuficiente, todos lo sufren. 


SEÑOR MICHELINI.- Esto está claro. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Dejo para el final el tema de los medios electrónicos, que todavía es el gasto 
mayor. Estamos en un proceso muy grande de cambio. Todavía me sigue llamando la atención —aclaro 
que no soy experto en comunicación— cómo la televisión abierta y la prensa de papel siguen marcando 
mucho la agenda comunicacional cuando no está correlacionado con los impactos de lectura o de 
público. Lo cierto es que hay un elemento que todavía sigue teniendo más influencia que los números 
de audiencia. Ese es un dato importante. No sé hasta dónde va a seguir esto ni si la televisión abierta 
continuará siendo tan importante como hoy, cuando estamos viendo la fenomenal diferencia de costos 
que existe entre la televisión a nivel nacional y el de la Internet que, por impacto, termina siendo 
extremadamente económica, sobre todo en relación al minuto real de televisión, dejando de lado los 
laterales que, entre otras cosas, casi no tienen impacto. 


Asu vez, hay otro costo que quiero marcar y que, obviamente, no es un tema de financiación. 
Estoy hablando del costo de las hojas de votación, que es muy grande. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Y de paso voy a hacer referencia a un tema que no es el centro de esta reunión 
pero, como se está analizando una ley que trata de los partidos políticos en general, me considero 
habilitado a mencionarlo. 


Nuestro sistema, que ha funcionado muy bien —es uno de los pocos países del mundo que 
aún tiene este sistema que yo llamo de supermercado, donde cada producto tiene su elección posible 
por el elector—, dificulta mucho la paridad de todos los actores, porque es notorio que hay partidos, 
fracciones o listas que no logran cubrir todos los circuitos. La Corte electoral distribuye las hojas de 
votación —en algún momento fue 50, en otros 30—, pero esas hojas se pueden hacer desaparecer y no 
hay quién las reponga y probablemente haya desvío de votos producto de esa falta en algún circuito. 
Este sistema es extraordinariamente caro. Recordemos que la financiación pública en Uruguay 
comienza, no dando una cantidad de dinero a cada agrupación sino el equivalente al costo de 
impresión de cien hojas de votación. El origen está relacionado al costo de las hojas de votación. 
Luego eso derivó directamente en dinero... 


SEÑOR MICHELIN!I.- Por circuito. 
SEÑOR BOTTINELLI.- No. Cien hojas de votación por voto efectivamente... 
(Intervención del señor senador Michelini fuera de micrófono) 


—No he encontrado evidencia suficiente, pero da la impresión de que el mecanismo de reparto 
de listas empieza entre los años 1938 y 1942 que es cuando comienza, además, el uso del número 
como marca. Si analizamos las elecciones previas al golpe de Estado de 1933, se puede observar — 
sobre todo en los partidos— que el número es el que le tocó en el orden que fue a la Junta Electoral. 
Se puede observar que el Partido Socialista, el Partido Comunista, la Unión Cívica tenían una única 
lista de candidatos por departamento y en un departamento era 15, en otro era 18, 20, etc., y son 
correlativos todos los números. Recién en el año 1934 y en 1938 comienzan a repetirse los números 
de una elección a otra con un sentido marcario y, después, en 1942, eso se generalizó. Parecería que 
por ahí surge el concepto de la hoja de votación como elemento de propaganda y no solamente como 
instrumento de voto lo cual, obviamente, potencia la impresión. La cantidad de hojas que se imprimen 
en Uruguay con relación a los votantes, es como para cubrir las elecciones de Estados Unidos y de 
Rusia, sumadas. ¡Son millones y millones las hojas de votación que se imprimen! Parecería que 
estuviera haciendo un alegato en contra de las imprentas. 


En fin, creo que el cambio de método de votación habría que estudiarlo muy detenidamente. 
Es probable que requiera estudios y ensayos. Quizás sea conveniente que en algún tipo de elección se 
ensayen mecanismos alternativos. De todos modos, la idea es que lleve lo que se llama papeleta única 
o central —es decir, una hoja en la que estén absolutamente todas las opciones— o se utilicen 
mecanismos de tipo electrónicos con los que hay que tener mucho cuidado, porque no hay ningún 
mecanismo que asegure una falla inferior al 1 %. Y si hemos tenido casos en los que se definió que no 
hubiera balotaje por el 0,5 % —o, para mencionar otro ejemplo, se acordó la composición de la Cámara 
de Representantes por el 0.2 %-, una falla del 1 % es catastrófica. Entonces, hay que tener mucho 
cuidado con lo digital. Lo dice alguien que hace 27 años que trabaja todo el día con computadoras y 
números. Puedo asegurar que es algo muy riesgoso si uno no está permanentemente respaldado, 
porque es posible la manipulación, el hackeo y ese tipo de cosas. De todos modos, creo que al menos 
la hoja central o única sería algo positivo, porque se imprimirían alrededor de tres millones de hojas. En 
el registro de habilitados para votar hay aproximadamente 2:700.000 personas, a lo que se agregaría 
un plus de un 10%, más de eso no puede haber. En otros países, uno llega a la mesa, entrega el 
documento y le dan la hoja. La persona va a la cabina, marca su opción e introduce la hoja en la urna. 
Por lo tanto, prácticamente no hay desperdicio. Estamos hablando de un costo de 3:000.000 para todo 
el Estado y recordemos que en el Uruguay las hojas son grandes. 


En lo personal, considero que un cambio de legislación electoral puede permitir que haya una 
hoja real y una virtual. ¿A qué me refiero? A que quizás en los locales electorales u oficinas públicas 
cada grupo que presenta su lista de candidatos puede poner en internet las hojas completas con los 
120 nombres a la Cámara de Senadores y el cuádruple de diputados pero, lo que figura en la votación, 
serían simplemente cuatro o cinco nombres. En Alemania, por ejemplo, en la hoja solamente aparecen 


el candidato a presidente, el vicepresidente y los tres primeros al Senado y a Diputados y los demás 
están en otro lado. Entonces, no es necesario reproducir cada hoja de votación multiplicado por 
ochenta que, más o menos, ha sido la media en Montevideo en los últimos tiempos. Quiere decir que 
se pueden hacer cosas pequeñas. Lo ideal es que sea la mesa la que entregue la hoja única porque, 
de lo contrario, tiene que haber un cuarto secreto, y no es lo mismo una cabina en la que la persona 
apoya la hoja y marca, que otro en donde hay que elegir. Creo que estas cabinas que ha puesto la 
Corte Electoral, con las hojas colgadas, en las que el votante encuentra la cuarta parte de las listas, 
han sido un fracaso. Además, el que logra poner las hojas a la altura de la vista, tiene una ventaja 
considerable en relación al que quedó arriba o abajo. Eso también puede pasar en el aula de una 
escuela, pero no es lo mismo porque allí uno puede poner todas las hojas. Con respecto a esto, 
también menciono que nunca se reglamentó aquello de que el que va primero elige el lugar para poner 
sus listas. Este no es el método más civilizado. 


No digo que se haga en este proyecto de ley ni que se aplique para el año 2019, pero sí 
sería bueno que ahora se discutiera y se empezaran a analizar posibilidades de cambiar el método 
porque, desde el punto de vista del elector, causa dificultades en la oferta. Es cierto que desde el punto 
de vista del actor político, le facilita el orientar el voto del ciudadano porque le da la lista y simplemente 
tiene que ir al cuarto secreto y ponerla en la urna. Por otro lado, entiendo que hay dificultades prácticas 
para cambiar un sistema que ya tiene un siglo. Digo esto porque el sistema de hojas de votación 
comenzó en 1910, por lo que ya pasamos el siglo. 


Está claro que estamos hablando de un cambio cultural, por lo que hay que hacerlo de a 
poco, pero es necesario para la equidad en la llegada al votante y también desde el punto de vista 
económico porque estamos hablando de un gasto tremendo. Hace muchos años, ningún partido 
político tenía que pagar para la distribución de listas porque lo hacían los militantes en forma voluntaria, 
pero hoy, según creo, el 90% es pago. Entonces, allí hay un gasto adicional y, evidentemente, no estoy 
diciendo algo que los señores senadores no sepan. En mi opinión, el cambio de sistema de votación 
ayudaría mucho a reducir los gastos de la campaña electoral. 


En cuanto al financiamiento de la publicidad electoral en medios electrónicos, hay muchos 
que hablan del 50% del gasto electoral y otros que lo ubican en el 70%. Seguramente, el gasto 
electoral global, contando lo que gasta cada grupo, estaría en el entorno del 50%, llegando al 70% si 
se agregan las fracciones o candidaturas nacionales. 


La ley de medios de comunicación estableció la gratuidad de un determinado tiempo, que está 
vigente. En realidad, me puse a desentrañar el tema, pedí ayuda a un amigo constitucionalista y llegué 
a la siguiente conclusión. El régimen que hoy quedó es medio exótico: el total del tiempo se divide en 
partes iguales —supongamos que la cantidad de partidos es la misma que en la elección pasada-, es 
decir, entre siete. Primero se divide el total del tiempo entre siete para adjudicarle la séptima parte al 
Partido Independiente. El 20 % de los seis séptimos que quedan, que equivale al 5,35 avas partes, se 
distribuye igual a todos los partidos, y las 24,35 avas partes, se distribuye de manera proporcional, de 
acuerdo con los resultados de 2014. ¿Por qué? Porque la sentencia de la Suprema Corte de Justicia 
es al solo efecto del Partido Independiente que declara la inconstitucionalidad del artículo; la aplicación 
a un partido, no al resto, aunque se pueden presentar otros. En este caso, habría que ver si la 
Suprema Corte de Justicia mantiene la integración y el criterio, como ha pasado con casi todas las 
inconstitucionalidades en el sistema uruguayo, que es aplicable al caso concreto, y además esta fue 
dividida tres a dos. Este es un régimen un poco insostenible, porque hay un régimen para un partido y 
otro para el resto. La ley tiene un vacío, que señala correctamente la mayoría de la Suprema Corte de 
Justicia: prevé en una presencia muy menor la existencia de nuevos partidos. El tema es que depende 
la magnitud que tengan los nuevos partidos. 


En cuanto a la ley de medios de comunicación quiero destacar que se quedó en los lemas y 
no avanzó por la complejidad que significaba. El problema real es que hay que distribuir para la 
elección nacional o de presidente —en este momento se asimila, porque cada partido tiene un 
candidato-, las listas al Senado y a Diputados. El financiamiento es 20 % para la elección presidencial, 
40 % para la elección de senadores y 40% para la de diputados. Entonces, ¿cómo se distribuyen esos 
tiempos? Cuando hay competencias entre los partidos, pero luego en el interior de los partidos, entre 
las listas, si se quiere ser más sofisticados, entre los sublemas y después entre las listas, y entre las 
listas a la Cámara de Diputados. Acá el tema es el siguiente. En el mundo —si bien ya señalé que no 


me gustan las comparaciones por la originalidad de Uruguay, pero he llegado a la conclusión de que en 
algo lo recogen las discordias en minoría de la Suprema Corte de Justicia, aunque no comparto 
exactamente la clasificación— los sistemas se pueden clasificar en cuatro: la igualdad entre los actores 
políticos; la proporcional a los votos obtenidos previamente; la proporcional a los votos en base a las 
bancas parlamentarias y mixto, donde se puede hacer cualquier combinación. En Uruguay, lo igual va 
del 20 al 40, y ello se da, sobre todo, en países de sistemas más o menos consistentes. 


El tema de la igualdad es el siguiente. 


Si nos guiamos por el principio de igualdad, tiene que haber igualdad entre partidos, entre 
listas de candidatos a la Cámara de Senadores y entre listas de candidatos a la Cámara de 
Representantes. Y si, por ejemplo, vamos a asimilarlas al financiamiento de las elecciones nacionales, 
tendríamos que decir que el 20 % va por igual entre todos los partidos porque la competencia entre 
partidos es para la presidencia; el 40 % es igual entre todas las listas a la Cámara de Senadores, 
donde se premia al partido que más se fragmente. 


Bueno, si tengo cuatro listas al Senado en lugar de dos, voy a tener doble tiempo. ¡Ojo!, 
porque siempre existen modos de hacerlo; no estoy diciendo que aquí se le ocurra a alguien hacerlo. 
En Italia se les llamó listas civetta, que yo traduciría como listas truchas. Civetta es la zanahoria que se 
pone o el conejo mecánico que se tira en las cacerías para que los perros vayan detrás. Eso es la 
civetta, es decir, listas truchas, para utilizar un término rioplatense. ¡Inventaron las listas truchas! ¡Fue 
un escándalo! Tal escándalo terminó en que en la elección de 2006 o de 2008 quedaran diez bancas 
sin adjudicar porque falló el sistema. En los cálculos electorales no estaba previsto que hubiera tantas 
listas que después registraran un voto cada una. Sucede que uno inscribe listas que van a tener un 
solo voto y que logró más tiempo o más prorrateo en la campaña electoral. 


Lo mismo ocurre con las listas a diputados. Uno de los problemas de la igualdad es que se 
puede inventar cómo mejorarla para que uno tenga más igualdad que el otro. Pero además, ¡cuidado!, 
porque veo que en el análisis de la Suprema Corte de Justicia solo está pensado el tema a nivel de 
lemas y la campaña electoral tiene tres niveles de competencia. Incluso, la sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia no habla de las otras tres partes que tiene la ley, porque también habla del balotaje, 
de las elecciones internas y de las elecciones departamentales —que no está tratado en las 
sentencias—, y además prevé las elecciones parlamentarias complementarias en caso de disolución de 
las cámaras. Es decir, la sentencia ha quedado muy restrictiva, quizás porque el recurso fue restrictivo, 
pues se refirió solo a eso y la Suprema Corte de Justicia tiene que juzgar sobre lo que se actúa. 


Quiero marcar esta complejidad porque el tema no es «todos los partidos iguales». Aparte, el 
Partido de los Trabajadores —no quiero ser peyorativo—, que a duras penas pasó, de las internas a las 
nacionales, la barrera de los 500 votos —en anteriores no lo había logrado—, va a tener exactamente el 
mismo tiempo que el Partido Nacional o el Frente Amplio en una campaña electoral. Entonces, hay que 
ver los efectos político-sociales de este concepto de «todos los actores iguales». 


Lo mismo, cuando analizamos la fragmentación de la oferta o la «fraccionalización» a la 
Cámara de Senadores, encontramos que partidos con menor presencia, como fue el caso de Unidad 
Popular, tuvieron exactamente la misma oferta senatorial que el Partido Nacional —cinco listas cada 
uno— y más que el Partido Colorado. Entonces, también la igualdad de listas al Senado determinaría 
que un partido con votos para una banca estuviera teniendo más tiempo que el Partido Colorado, que 
obtuvo una banca en la Cámara de Diputados y cero en el Senado, y que tuviera más votos que un 
partido con tres bancas en el Senado y con trece en la Cámara de Diputados contra uno. 


SEÑOR COUTINHO.- ¡Cuatro bancas! 


SEÑOR BOTTINELLI.- Ah, perdón, estaba contando Vamos Uruguay; el Partido Colorado obtuvo 
cuatro y trece bancas contra cero y uno, y el cero tiene más publicidad electoral en las dos cámaras, 
porque en Montevideo también fue mayor la oferta de Unidad Popular. Disculpen que mencione 
nombres, pero hay que nombrar cosas concretas porque los números están ahí. No me estoy refiriendo 
a una hipótesis de futuro, sino a las elecciones pasadas con los hechos que ocurrieron. 


SEÑOR HEBER.- Está bien. 
SEÑOR BOTTINELLI.- Entonces, ese es un problema que tiene la igualdad. 


En cuanto al tema de la proporcionalidad, me afilio a la tesis, como concepto de análisis 
global del sistema electoral uruguayo, de que este está basado en la cultura de la proporcionalidad en 
todo. Ya en la última ley de partidos tenemos algo que viene desde fines de los años veinte: el pago por 
voto que, en última instancia, es lo mismo que decir «doy un monto en proporción a los votos». Es la 
proporcionalidad absoluta. En la Suprema Corte de Justicia se discuten dos conceptos. Uno de ellos 
refiere a la proporcionalidad y, el otro, a la sobrevivencia del resultado de la elección anterior, que 
puede ser lo que más rechine. Ahora, la ley de partidos políticos hace sobrevivir cinco años la elección 
a los efectos del financiamiento permanente. Es un financiamiento muy escaso, muy reducido, pero es 
la primera vez que existe. Fue un avance. Todos sabemos los contextos en que se aprueban las leyes 
y las dificultades que implican, desde el punto de vista social —ni hablar en momentos de restricciones 
económicas como la actual—, incrementar gastos del Estado para la política. Sabemos que ese es uno 
de los cuellos de botella, incluso, en épocas florecientes. De alguna manera, la ley de partidos políticos 
surgió en momentos de auge económico del país, en donde no ¡ba a sonar tan duro el aumento del 
gasto político. Además, siempre se ha visto que existe algún actor político que va a tomar como 
bandera el ataque al resto del sistema político. Esto es una ley. O, de lo contrario, son actores sociales, 
en el juego de lo social como lo más puro, contra lo político, más impuro y más contaminado. Esta es 
una discusión que tiene muchas décadas en el mundo, por lo menos, en el occidental, que es donde 
estamos viviendo. 


Yendo a lo propositivo, la ley de financiación del gasto electoral me parece que es una buena 
base. En definitiva, la ley, traducida en términos prácticos, es lo siguiente. El resultado de la elección 
anterior es la base para que el Banco de la República dé la mitad del financiamiento. Entonces, se le 
da cierto margen al Banco de la República. Recuerdo la primera vez que tuve que ver con un tema de 
financiamiento electoral, que en el Directorio estaba un gran amigo mío, recientemente fallecido, como 
fue Daniel Hugo Martins, quien me dijo que hiciéramos bien las cuentas y que después le hiciéramos 
un corte del 25 %, que es lo que sería el préstamo, porque todo el mundo se sobreestima. Y no 
siempre el resultado anterior es la base para pagar. 


Antes no existía el tope de 50 %, sino que era del 80 %. Entonces, el tope de 50 % hace que 
tiene que ser demasiado grande la caída de alguien para que no pueda afrontar el pago el Banco de la 
República. 


SEÑOR COUTINHO.- Quiero señalar que eso es con una precaución más que ha tomado el Banco de 
la República, porque le cobra al lema. Le adelanta a un candidato determinada plata y si este no llega, 
se lo absorbe al otro. El lema es garantía. Ha tomado toda una lluvia de precauciones. 


SEÑOR BOTTINELLI.- El lema es fiador solidario. 


SEÑOR COUTINHO..- No sé si está muy bien porque, por ejemplo, en el caso de varios candidatos que 
tienen que hacer la firma solidaria al otro, en verdad el Banco de la República directamente le va a 
absorber dinero a alguien con el que no tienen más que coincidencia de integrar el lema. Mañana si 
hay tres candidatos del Frente Amplio y sacan un estimativo a uno que no colma las expectativas, le 
están cobrando directamente. Por ejemplo, el caso de Daniel Martínez, que sí habría llegado. En 
concreto conozco el caso porque me pasó a mí en Salto. 


(Dialogados). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pero el banco tiene que cobrar. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Como sistema propositivo —y no me meto en lo relativo al Banco de la 
República— está claro que tenemos, digamos, un degradé: lema, fracción y agrupación. Y las 
decisiones tienen que hacerse en ese nivel. Es decir, el lema tiene que ser el primer responsable, debe 


tener una autoridad para administrar. Si el criterio es que todos puedan sacar el 50 %, lo hace, pero el 
lema es el responsable después del pago. 


Ahora bien; pienso que no estaría mal instrumentar un sistema similar para los tiempos 
electorales. 


Llegado a este punto, quiero diferenciar dos cosas, para que no se mezclen los temas: una, es 
si respecto a los medios de comunicación es gratuito y, otra, si es gratuito para los actores políticos. 
Son dos temas distintos: puede ser pago para los medios y gratuito para los actores políticos, es decir, 
el que paga es el Estado; o puede ser gratuito para los medios, que es la solución que se establece en 
la ley de medios de comunicación. No entro en este último tema, porque es de competencia de 
expertos en comunicación, pero, con base en el conocimiento práctico, me gustaría decir lo siguiente. 
Si salimos del nivel más polémico, como puede ser el de los grandes canales de televisión y vamos a 
los medios de televisión y radios del interior, el hecho de que sea gratuito es algo muy difícil de 
sostener. La experiencia indica que en el interior hay muy pocas radios que resulten un buen negocio, 
sino que, como se dice vulgarmente, viven galgueando. Por eso digo: cuidado, que pensando en un 
actor no se perjudique a otro. 


Dejo el tema planteado porque, como dije antes, el de las comunicaciones no me compete. 


En el caso de que pague el Estado, pienso que puede hacerlo a tarifa de mega comprador, 
pues no hay nadie que pueda comprar los tiempos requeridos para cubrir una campaña electoral. 
Sabemos la abrumadora diferencia de tarifas que existe entre un comparador ocasional individual, un 
comprador permanente y un comprador permanente masivo. El Estado superaría a todos los 
compradores masivos sumados, por lo menos en el mes de campaña electoral. 


Dicho esto, sea real o ficto el pago del Estado, se puede asignar un ficto a la publicidad 
electoral como si fuera un aporte adicional al del gasto de campaña y considerar que todo partido 
puede gastar el 50% de los votos pasados y otro porcentaje de lo que cada uno esté dispuesto a 
arriesgar, pero si se excede ese dinero se quita de la otra parte. Es decir, habría dos fondos: uno, sería 
la compensación de gastos electorales o de campaña y, otro, de publicidad electoral. Si se hacen los 
cálculos razonablemente —porque el uso de un porcentaje con base en la elección pasada es un punto 
de partida en el que puede excederse en más o en menos, pero no demasiado- puede quedar 
relativamente empatado. Si se actuó en forma prudente y sobró dinero, va al fondo de gasto de 
campaña y si faltó, se le quita a ese fondo. 


Por supuesto, esta es una idea muy gruesa, un borrador, que hay que afinar pero me parece 
que, manteniendo los conceptos de proporcionalidad y entrando a un mecanismo ya existente en el 
Uruguay, que es el de proporcionalidad de gasto de campaña con base en los votos anteriores que 
efectivamente se depositaron, cuyos recursos se cubrieron con un adelanto, podría ser viable. En el 
caso que nos ocupa, toda la publicidad sería un adelanto. Aclarémoslo: todo el gasto de campaña es 
un adelanto. Dicho de otra manera, los gastos electorales tienen la característica de que la campaña 
no se financia con los recursos del Estado, sino que este cubre lo que hubo que financiar antes. 
Muchas veces, la financiación no procede de los proveedores, los actores políticos —me consta—, sino 
que estos cobran recién cuando se pagan los votos. 


Acá se propone algo parecido: primero se gasta en minutos de televisión y luego se salda. 
Para que no haya un desajuste, habría que poner una base de equis porcentaje, que podría ser de 50 
%, 70 % u 80 %; no estoy aferrándome a una fórmula sino a un concepto. Se podría decir, por ejemplo: 
«Usted tuvo 100.000 votos. El equivalente a 50.000 es la base que usted va a tener asegurada. ¡Pero 
cuidado!: si usted tuvo un derrumbe muy grande y usa el equivalente a 50.000 votos, va a tener que 
sacar del otro fondo. De ahí para arriba, estime lo que va a gastar». Obviamente, esa estimación tiene 
que ser prudente porque hay un fondo que tiene un límite y un segundo fondo, que va a responder al 
primero. Después se pueden encontrar que les falta para la imprenta porque gastaron demasiado en la 
televisión. Ese es el juego prudente que debe tener cada uno. 


Yo he visto en actores políticos un cierto enloquecimiento en determinadas situaciones. No 
está demostrado —al respecto, también hay estudios en el Uruguay- que haya una correlación tan 
fuerte entre gasto de publicidad y votos. Es cierto que ello tiene una relativa relación con la fuerza 
previa que tiene cada actor político, cada partido, cada fracción, pero hemos visto que una semana 
antes de la elección muchos grupos políticos hacen un sobregasto muy grande. Cuando hablo de un 
sobregasto me refiero a gastos que se contratan en esa semana que no estaban en el plan previo que 
se contrató con el canal. Esto lo digo con cierto conocimiento de causa. Mi impresión es que ese 
sobregasto es absolutamente neutro y no genera efectos sobre el voto. Es casi una desesperación que 
se da en algunos actores políticos que lleva a un gasto inútil. Hay que tener límites y topes. 


Dejo esta idea planteada. Hay que ver si además de esto se admite o no publicidad paga. 
Ese es otro tema. 


También hay un aspecto que quiero mencionar y que no tiene por qué incluirse 
necesariamente en esta ley o sí puede hacerse pero no aplicarse para la elección del 2019. 


En materia electoral daría una sugerencia que ya hice en la reforma de 1996. En lo que hace 
a una reforma electoral, estamos muy próximos a la elección de 2019 y todavía se puede pensar en los 
efectos que tendría para 2024, pero no para 2029. Puede hacerse una reforma en tres etapas: lo que 
rige ahora, lo que regirá en 5 años y lo que regirá dentro de 10 años. En 1996, me dijeron que era un 
disparate pensar en 1999, en el 2004 y en el 2009. Creo que podía haberse hecho esa reforma en 
etapas. En su momento parecía una barbaridad. Cuando uno piensa que esto va a regir en el 2029, en 
lo que hace a la competencia entre los partidos y dentro de los partidos, tendría un efecto neutro. Nadie 
puede imaginar cómo van a estar los partidos ni qué va a pasar dentro los partidos en el 2029. El 2024 
diría que es de medio impacto; no es totalmente neutro aunque mucha agua tiene que correr debajo 
del puente. Respecto al 2019, todo el mundo, sensatamente, tiene sus cálculos y se puede presumir a 
quién pueden beneficiar o perjudicar determinadas disposiciones. Por lo tanto, se podría decir que la 
norma que puede traer más ganadores y perdedores no rige en 2019 sino en 2024. 


Este timing puede parecer delirante, futurológico, pero yo creo que es sensato y permite 
hacer reformas pausadas, que si son erróneas hay tiempo para corregirlas y dejan trazado el camino. 
En esa reflexión dejo lo que se llama la par conditio en el sentido de que también en el período de la 
campaña electoral haya ciertos condicionamientos sobre programas periodísticos informativos en 
cuanto al uso de los tiempos por los actores políticos. En ese aspecto, hay una discusión sobre cómo 
se computa al Gobierno. 


En Italia se llegó a la tesis restrictiva de que si un ministro salía a hablar en el período de 
campaña electoral, así se refiriera a la vacuna contra la aftosa, el tiempo se le computaba al partido al 
que pertenecía, salvo que se decretara una emergencia específica, como el tornado ocurrido en mi 
pueblo natal, Dolores, porque es obvio que en una situación de esas características hay que salir a 
hablar. Por tanto, salvo esa excepción, si habla un ministro, habló el partido o el sector al que 
pertenece. En esos 30 días todo se considera campaña electoral. Ocurre lo mismo cuando habla un 
intendente y se le computa el tiempo al partido al que pertenece. 


Otro tema que lanzo para analizar y discutir es la par conditio en informativos y programas 
periodísticos. 


SEÑORA XAVIER.- En primer lugar, le quiero agradecer al experto Bottinelli por la información. 


Quisiera contar con su opinión con relación a un tema. Hoy la Corte Electoral reconoce que 
controla los gastos, pero queda claro que no audita todo el sistema y eso es parte de lo que hay que 
considerar en esta comisión. En algunos de los proyectos de ley hubo propuestas en el sentido de que 
el Tribunal de Cuentas pudiese ser el que auditara a los partidos. Luego el señor Bottinelli podrá leer la 
versión taquigráfica donde los representantes de la Corte Electoral expresaron que, teniendo recursos 
financieros y humanos, consideraban que la auditoría debía recaer en ese organismo, es decir, en la 
Corte Electoral. Me gustaría conocer su opinión al respecto. 


Por otra parte, quisiera decir que para el trabajo de esta comisión sería muy bueno que 
pudiéramos consultar al politólogo Bottinelli todas las veces que estemos por definir alguno de los 
temas. Este es un pantallazo inicial, pero aún no hemos acotado los temas sobre los que vamos a 
trabajar y el panorama es un poco entreverado porque está lo relativo a la financiación, así como otros 
aspectos que tienen que ver con la transparencia. Por tanto, me gustaría comprometerlo para que 
pudiera estar en contacto con la comisión durante este proceso. 


SEÑOR OTHEGUY.- También quiero agradecer al señor Bottinelli por su comparecencia en el día de 
hoy. 


Se han mencionado varias medidas que, eventualmente, analizaremos en la comisión y que 
recién se reflejaban en algunas propuestas o sugerencias. Creo que es relevante el impacto que tiene 
en el tema de la continuidad y la estabilidad del sistema de partidos, la fragmentación del mismo. Más 
allá de que es cierto que en Uruguay se mantiene un sistema de partidos estable y ese es un elemento 
fundamental del funcionamiento de la democracia, se está experimentando una fragmentación muy 
importante en la interna de los partidos, lo que se ha ido viendo en los últimos tiempos. Me parece 
relevante pensar en los instrumentos que favorecen o no esa fragmentación. Lo digo porque no creo 
que sea buena la fragmentación de los partidos políticos y considero que los instrumentos que se 
adopten en alguno de estos temas, actuarán en un sentido u otro. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Como me han destacado como politólogo y experto, quiero decir que soy 
profesor titular, lo que equivale a catedrático, de Sistema 
Electoral y Comportamiento Electoral de la Universidad de la República, Facultad de Ciencias Sociales. 


Voy a comenzar por contestarle al señor senador Otheguy. En cuanto a la fragmentación 
puedo decir que si esta se lee por los resultados, es decir, por la obtención de bancas, es menor que la 
fragmentación de oferta. 


Hay un índice de fragmentación partidaria que en Uruguay, a su vez, se aplica para analizar 
la fraccionalización. En el área de las ciencias políticas utilizamos el término «fragmentación» para 
hablar de la fragmentación del sistema entre partidos y el término «fraccionalización» para referirnos al 
fraccionamiento en el interior de los partidos. 


En Uruguay la fraccionalización global aumentó desde la aparición del Frente Amplio como 
actor relevante; mientras antes había fracciones de dos partidos, ahora hay fracciones de tres. En 
realidad, la fraccionalización fuerte es un fenómeno casi exclusivamente del Frente Amplio; en el 
Partido Colorado normalmente se mantienen dos grandes fracciones, aunque hubo un período de tres 
y, por supuesto, ha habido períodos con alta fraccionalización, como fue el caso de la elección de 
1966. Por su parte, el Partido Nacional tiene también una fraccionalización en dos grandes corrientes. 


Ahora bien, si medimos la fragmentación mediante listas representadas en la Cámara de 
Senadores, en el caso del Frente Amplio la situación no es muy distinta a la original, ya que hoy 
tendríamos las listas encabezadas por el exsenador y ministro Astori, por el exsenador e intendente 
Martínez, por el vicepresidente Sendic, por el senador Mujica, por el senador Carámbula y por la 
senadora Moreira, o sea que aumentó de cinco a seis fracciones, y serían siete con la liga federal, la 
lista encabezada por el candidato a senador Pérez. De todas maneras, me parece que este fenómeno 
es más del propio partido que del sistema político; sería un fenómeno global del sistema si se diera la 
situación de que de los tres partidos por lo menos en dos se está produciendo un incremento de la 
fraccionalización. Considero que el tema debe ser encarado más por el partido que en forma sistémica; 
de lo contrario, debería tener más efectos de los que tiene. 


Para mí habría que tener mucho cuidado con los elementos llamados artificiales o normativos 
para frenar efectos políticos que no afecten principios fundamentales. Cuando se empieza a retocar los 
sistemas y hay demasiados partidos, se decide poner una barrera de acceso. Por poner un ejemplo, 
Israel tiene una barrera de acceso muy baja, de un 1,5 %, o sea que es casi inexistente; pero ese 
1,5 % hoy hubiera dejado fuera del Parlamento a uno de los cinco partidos que integran la Cámara de 
Representantes. Si pusiéramos una barrera del 3 %, en Uruguay habríamos tenido sistemáticamente 


una barrera de partidos; el Partido Independiente hubiera entrado por primera vez recién ahora y 
tampoco hubiera entrado Unidad Popular. Si llegáramos a una barrera del 5 % como la que tiene 
Alemania, hubieran entrado solo los tres partidos grandes. Entonces, las barreras terminan siempre 
acotando la oferta política, no por un tema de mercado electoral sino porque hay sectores ideológicos o 
de valoración del país que se excluyen por la normativa. 


Creo que en eso hay que ser muy prudentes. Por ejemplo, en España, que tiene uno de los 
sistemas más desproporcionales del mundo —dentro de los que tienen una base proporcional—, donde 
hay una distorsión muy grande en la relación entre votos y bancas, ahora se está diciendo que hay que 
cambiar el sistema porque entre cuatro partidos no logran ponerse de acuerdo para hacer una coalición 
de gobierno. Ese es un problema de cultura política que tiene España. Incluso, si uno lee los artículos 
de analistas y políticos, verá que consideran que el hecho de que haya acuerdo entre los partidos es 
patológico, casi inmoral. En un sistema en el que se considera que no puede haber acuerdo entre los 
partidos no hay forma de hacer una normativa. 


Con la fragmentación sucede lo mismo; el tema es que hay elementos que empujan a la 
fragmentación. Sin duda, por supuesto, ayudó mucho a la reducción de la oferta la eliminación de los 
sublemas en la elección de la Cámara de Representantes. No sé si no sería un avance la eliminación 
de los sublemas en la Cámara de Senadores e ir a lo que técnicamente es doble voto simultáneo, 
porque en la Cámara de Senadores tenemos un triple voto simultáneo: voto por lema, voto por sublema 
y voto por lista. En el Uruguay el sistema de los lemas funciona bien, pero nunca funcionó bien cuando 
se lo copió porque los lemas tienen límites sociológicos. Acá es muy difícil hacer acuerdos contra 
natura, porque la gente pone límites: lo blanco es blanco, lo colorado es colorado y el Frente Amplio es 
Frente Amplio. Podrán unirse dos partidos, pero nadie dice: «Me voy con este porque me conviene 
electoralmente». Cuando en Argentina extrapolaron el sistema a catorce provincias fue un escándalo, 
porque se unía el peronista perdedor con el radical perdedor contra el que podía ganar y en la elección 
siguiente volvían a cambiar. El uso práctico era demasiado crudo. El tema es que los sublemas están 
operando con mayor crudeza y se producen cambios de banca: en el Partido Colorado los sublemas 
oficiaron —estoy hablando de las elecciones pasadas de 2004 y 2009— para que cambiara la banca si 
había adjudicación directa de listas. 


La fragmentación del Frente Amplio posibilita que las listas tengan la aspiración de acceder 
con un cociente menor por el conjunto del sublema y facilita que se abra una lista que de repente no 
tendría condiciones tan claras y naturales para forzar un acuerdo. 


Si bien defiendo como tesis que el sistema electoral uruguayo autonomiza claramente la 
elección de senadores y diputados y que la única relación es el lema, no sé si no hay que buscar otra 
relación. Yo considero que es absurda la interpretación de la Corte Electoral, tengo una tesis publicada 
acerca de que impide que una misma lista de candidatos a diputado figure en dos hojas de votación y 
que eso corresponde a errores técnicos de interpretación de la Corte Electoral que confunde la 
expresión «hoja de votación» con «lista de candidatos». Dejando de lado eso, estas experiencias de 
que aparece una lista acá y otra allá de grupos políticos distintos han ayudado un poco también a la 
fragmentación del Frente Amplio. Me refiero concretamente a cuando se arman paquetes de listas a 
diputados para apoyar a un senador y eso se compensa en otro departamento. Eso puede estar 
ayudando a la fragmentación. Me parece que una medida natural que no distorsione la competencia 
política y vaya en la dirección que promueve el señor senador Otheguy, sería la eliminación de los 
sublemas a la Cámara de Senadores. 


Ahora voy a contestar las preguntas de la señora senadora Xavier sobre la Corte Electoral. 
No quiero extenderme demasiado, pero creo que el problema es que la Corte Electoral —como 
organismo, como justicia electoral- viene funcionando con mucha obsolescencia. Me parece que es 
necesario hacer una profunda reforma. 


Por otro lado, hay una legislación que requiere una rápida modificación y me refiero, sobre 
todo, a la ley de Registro Cívico Nacional, porque hay trámites de la Corte Electoral que no se pueden 
modificar porque están detallados en la ley de Registro Cívico Nacional de 1924. Por ejemplo, allí se 
establece cómo llevar el archivo patronímico y el archivo numeral ordinario con tarjetas de cartón. Eso 
está en la ley. Además soy partidario —lo voy a decir mal, después lo corrijo- de eliminar el Registro 


Cívico Nacional. Ahora lo digo bien: creo que el Registro Cívico Nacional debe ser un registro 
subsidiario al de identificación civil y la Corte Electoral debe tener el derecho de controlar la 
identificación civil. Tiene que haber una única inscripción del ciudadano cuando nace, se nacionaliza o 
se reconoce la ciudadanía y automáticamente al cumplir la mayoría de edad debe quedar incorporado 
al registro de habilitados para votar. Esto es así absolutamente en todo el mundo y liberaría fuerzas en 
la propia Corte Electoral de todo lo que implica el registro cívico y otros hechos que sabemos que se 
dan en la práctica cuando las personas, por ejemplo, necesitan la credencial cívica para inscribirse en 
la facultad o con motivo de un fallecimiento; si eso ocurre en un momento alejado de las elecciones 
puede suceder que no sepan dónde quedó la credencial porque nadie, a esta altura, memoriza su 
número, cosa que antes sí hacían. 


Además, creo que se podría avanzar —me estoy yendo del tema, pero creo que es atinente a 
la comisión- y crear una zonificación única del Uruguay. Hice un informe a la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto referido a la ley de descentralización y no podemos tener una división judicial, una 
división policial, una división electoral, una división administrativa de los Gobiernos departamentales, 
una división censal y otras que se creen. 


(Dialogados). 


Hay una división que es lo suficientemente plástica para adaptarse, que es la división censal, 
en zona —que le llaman a la manzana—, segmento, sección y departamento. No voy a entrar en el tema 
de los límites de los municipios porque eso puede tener efectos electorales, pero los límites pueden 
ajustarse sin cambios electorales porque corresponden, básicamente, a los distritos electorales. 


SEÑOR COUTINHO.- Está abierto a modificaciones en cinco años. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Estamos hablando de una identificación civil donde la persona registre su 
domicilio. Voy a mencionar un ejemplo que rige en España e ltalia. La persona registra su domicilio en 
el municipio y este opera para el servicio de salud —una ambulancia o un médico no van a un domicilio 
que no sea el que está registrado ahí—, para inscribir a un niño en la escuela o el prescolar, para el 
correo, la policía y el equivalente a la DGI. El domicilio se registra en un único lado y, si la persona se 
muda, lo cambia. Los circuitos electorales —esto se aplica en casi todo el mundo— es una agregación 
de manzanas hasta llegar a un número determinado. La gente vota en su lugar y no tiene que trasladar 
la credencial. Este mecanismo da mucha plasticidad y facilidad para votar, porque la gente vota a 
pocas cuadras de su domicilio. Además, tanto en España como en ltalia los lugares de votación están 
predeterminados de manera fija, no cambian en cada elección y la lista de votantes es la misma; 
solamente cambia cuando se produce alguna variación poblacional muy fuerte, por ejemplo, si la zona 
se va despoblando, queda muy pequeño el circuito y otro quedó recargado. Esto implica que no haya 
que estar haciendo un plan inscripcional en cada elección, mucho más teniendo en cuenta la obsesión 
que tiene la Corte de que en un circuito haya 400 votantes. Tienen que ser 400 y no 399, y si aparecen 
401 votantes cambian todos los circuitos. A todas las personas que operan con los padrones 
electorales las enloquece que hasta último momento se puedan encontrar con que cambiaron los que 
votan en el mismo circuito. Esos son cambios prácticos que liberarían muchos recursos en la Corte 
Electoral que podrían aplicarse a otra cosa. Creo que el organismo ha caído en tecnificación y que no 
se ha reproducido el nivel de funcionarios de calidad que tuvo hace treinta años, excepcionalmente alto 
en términos comparativos. Además, actualmente soy muy crítico —confieso que en su momento fui un 
gran defensor- de la filiación partidaria de los funcionarios electorales, porque lleva a que se sientan 
más delegados de sus partidos que funcionarios y a que los partidos puedan presionarlos más, ya que 
entienden que deben defender más a su colectividad política, y todo eso crea algunos microclimas en 
la estructura electoral que han generado ciertos problemas. 


Dicho todo esto —porque de lo contrario la respuesta iba a quedar incompleta, si estoy 
hablando de la Corte Electoral de hoy-, agrego que la Corte Electoral, por concepción, está mucho 
más cerca del conocimiento de la praxis política, como para poder hacer auditorías con la rigidez y la 
transparencia necesarias pero, también, con la plasticidad del conocimiento de la praxis política. Temo 
que el Tribunal de Cuentas, por su forma de ser, termine enviando a la justicia a un cuarto candidato de 
la octava sección de un departamento porque las boletas estén mal hechas. Este tribunal, por su 
norma y forma de ser, tiene que regirse por un formalismo muy estricto y rígido. En cambio, la Corte 


Electoral, sin salirse de las formas, tiene otros elementos porque, por ejemplo, toda la jurisprudencia y 
normativa en materia de disputa de números de hojas de votación -que ahora ha disminuido mucho 
pero fue lo más frondoso en cuanto a controversia en la Corte— constituye el manual más importante de 
praxis política, en el que reconoce como elemento decisivo si el número está asociado a la figura de lo 
que llama un dirigente líder. Entonces, eso lo puede hacer un organismo que ve la política. Puede 
haber cuarenta dirigentes que reclamen un número, pero muchas veces se sabe que está muy 
vinculado a una figura política y la Corte Electoral lo sabe y lo recoge. Además, esta es una práctica 
consistente, que no intenta favorecer a alguien en especial, aunque reconozco que es algo que se 
puede dar, porque siempre hay desviaciones. Por mi parte, entiendo que la Corte Electoral es más 
funcional para esta tarea que el Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR COUTINHO.- O que cualquier otro. 


SEÑOR BOTTINELLI.- Bueno, la pregunta estaba referida al Tribunal de Cuentas, pero coincido con el 
señor senador Coutinho. Entiendo que el lugar natural es la Corte Electoral pero se necesitan fuertes 
modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la jornada de hoy está culminando muy bien, pues hemos recibido 
gran cantidad de información y propuestas, lo que seguramente nos hará volver a convocar al señor 
Bottinelli porque luego de su intervención se abren distintas direcciones en cuanto a qué hacer. 
Tomamos la sugerencia de hacerlo en etapas que nos permitan salir de nuestro espacio de vanidad y 
legislar mejor para el futuro. 


Le agradecemos mucho su comparecencia. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 13:54). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


